
 

 

 

RESOLUCIÓN No. 083-DSG-2024 

 

LA DIRECTORA DE SECRETARÍA GENERAL 

 

 

CERTIFICA 

 

Que: el Concejo del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Tena, en sesión 

ordinaria del 30 de julio del 2024.  

 

 

CONSIDERANDO 

 

Que, el informe No. 009-CPPP-2024, puesto en conocimiento mediante memorando No. 

GADMT-SC-2024-0620-M, de fecha 29 de julio de 2024, de la Comisión Permanente de 

Planificación y Presupuesto, resolvió: Sugerir al Concejo Municipal ratificar la Resolución 

No. 719 del 25 de abril de 2017, a fin de que las familias beneficiarias se encuentran 

habitando desde hace más de 10 años en las propiedades de los reasentamientos en la 

parroquia Ahuano, 6 de Abril (cabecera parroquial) y Pacay Chicta en la Colonia Bolívar 

procedan a la legalización de sus propiedades en el transcurso del presente ejercicio fiscal, 

en atención al el Informe Técnico No. 036-A-A-2024 de fecha 17 de julio de 2024 […]”. 

 

Que, el informe No. 036-A-A-2024, puesto en conocimiento mediante memorando No. 

GADMT-A-2024-1763-MEMO, de fecha 18 de julio de 2024, en la cual solicita se considere 

el análisis en la Comisión Permanente de Planificación y Presupuesto y se emita el informe 

correspondiente de la declaratoria de utilidad pública y ocupación inmediata de los lotes 

ubicados en el sector, Ahuano, y Colonia Bolívar para el proyecto de (r), según 

Resoluciones de Concejo No. 243 del 23 de junio de 2010 y No. 719 del 25 de abril de 

2017. 

 

 

Que, la Constitución de la República del Ecuador (2008) dispone: 

Artículo 1. El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, 

democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se 

organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía 

radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de 

los órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la 

Constitución […]. 

Artículo 3. Numerales 5: planificar el desarrollo nacional, erradicar la pobreza, promover el 

desarrollo sustentable y la redistribución equitativa de los recursos y la riqueza, para 

acceder al buen vivir. 

 



 

 

 

Artículo 11. Numeral 3: los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata 

aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de 

oficio o a petición de parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías 

constitucionales no se exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la 

Constitución o la ley […]. 

Artículo 30. Las personas tienen derecho a un hábitat seguro y saludable, y a una vivienda 

adecuada y digna, con independencia de su situación social y económica. 

Artículo 66. Numeral 26: El derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y 

responsabilidad social y ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se hará efectivo con 

la adopción de políticas públicas, entre otras medidas.  

Artículo 76. numeral 7: literal l) las resoluciones de los poderes públicos deberán ser 

motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios 

jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes 

de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren 

debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables 

serán sancionados. 

Artículos 84 y 240. Vinculan a los organismos que ejerzan potestad normativa el ejercicio 

de las facultades legislativas para garantizar la dignidad del ser humano y los derechos 

reconocidos en la Constitución. 

Artículo 226. Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 

servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 

solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. 

Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo 

el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución; norma concordante con 

el artículo 28 del COOTAD. 

Artículo 238. Los Gobiernos Autónomos Descentralizados gozarán de autonomía política, 

administrativa y financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, 

equidad interterritorial, integración y participación ciudadana. En ningún caso el ejercicio 

de la autonomía permitirá la secesión del territorio nacional […]”.  

Artículo 240. Los Gobiernos Autónomos Descentralizados de las regiones, distritos 

metropolitanos, provincias y cantones tendrán facultades legislativas en el ámbito de sus 

competencias y jurisdicciones territoriales. Las juntas parroquiales rurales tendrán 

facultades reglamentarias. 

Artículo 264. Numeral 1: planificar el desarrollo cantonal y formular los correspondientes 

planes de ordenamiento territorial, de manera articulada con la planificación nacional, 



 

 

regional, provincial y parroquial, con el fin de regular el uso y la ocupación del suelo 

urbano y rural. 

Artículo 276. Numeral 6: promover un ordenamiento territorial equilibrado y equitativo 

que integre y articule las actividades socioculturales, administrativas, económicas y de 

gestión, y que coadyuve a la unidad del Estado. 

Artículo 321. El Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad en sus formas 

pública, privada, comunitaria, estatal, asociativa, cooperativa, mixta, y que deberá cumplir 

su función social y ambiental.  

Artículo 323. Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del 

ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del Estado, por razones de utilidad 

pública o interés social y nacional, podrán declarar la expropiación de bienes, previa justa 

valoración, indemnización y pago de conformidad con la ley. Se prohíbe toda forma de 

confiscación. 

Artículo 341. El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus 

habitantes a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en la 

Constitución […]. 

Artículo 376. Para hacer efectivo el derecho a la vivienda, al hábitat y a la conservación del 

ambiente, las municipalidades podrán expropiar, reservar y controlar áreas para el 

desarrollo futuro, de acuerdo con la ley. Se prohíbe la obtención de beneficios a partir de 

prácticas especulativas sobre el uso del suelo, en particular por el cambio de uso, de 

rústico a urbano o de público a privado. 

Artículo 409. Es de interés público y prioridad nacional la conservación del suelo, en 

especial su capa fértil. Se establecerá un marco normativo para su protección y uso 

sustentable que prevenga su degradación, en particular la provocada por la contaminación, 

la desertificación y la erosión. En áreas afectadas por procesos de degradación y 

desertificación, el Estado desarrollará y estimulará proyectos de forestación, reforestación 

y revegetación que eviten el monocultivo y utilicen, de manera preferente, especies nativas 

y adaptadas a la zona. 

 

Que, el Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización 

(Cuarto Suplemento del Registro Oficial 584, 21-VI-2024) dispone: 

Artículo 4. Literal f) la obtención de un hábitat seguro y saludable para los ciudadanos y la 

garantía de su derecho a la vivienda en el ámbito de sus respectivas competencias.  

Artículo 54 literales: c) establecer el régimen de uso del suelo y urbanístico, para lo cual 

determinará las condiciones de urbanización, parcelación, lotización, división o cualquier 

otra forma de fraccionamiento de conformidad con la planificación cantonal, asegurando 

porcentajes para zonas verdes y áreas comunales; i) Implementar el derecho al hábitat y a 



 

 

la vivienda y desarrollar planes y programas de vivienda de interés social en el territorio 

cantonal. 

Artículo 56. El Concejo Municipal, es el órgano de legislación del Gobierno Autónomo 

Descentralizado Municipal […].  

Artículo 147. Ejercicio de la competencia de hábitat y vivienda. El Estado en todos los 

niveles de Gobierno garantizará el derecho a un hábitat seguro y saludable y una vivienda 

adecuada y digna, con independencia de la situación social y económica de las familias y 

las personas […].  

Artículo 466. Expropiación. Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, propiciar 

programas de urbanización y de vivienda de interés social, manejo sustentable del 

ambiente y de bienestar colectivo, los gobiernos regionales, provinciales, metropolitanos y 

municipales, por razones de utilidad pública o interés social, podrán declarar la 

expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y el pago de conformidad 

con la ley. Se prohíbe todo tipo de confiscación.  

En el caso que la expropiación tenga por objeto programas de urbanización y vivienda de 

interés social, el precio de venta de los terrenos comprenderá únicamente el valor de las 

expropiaciones y de las obras básicas de mejoramiento realizadas. El gobierno autónomo 

descentralizado establecerá las condiciones y forma de pago. 

 

Que, el Código Orgánico Administrativo (Suplemento del Registro Oficial 525, 25-III-

2024) dispone:   

Artículo 100. Motivación del acto administrativo. En la motivación del acto administrativo 

se observará:   

1. El señalamiento de la norma jurídica o principios jurídicos aplicables y la 

determinación de su alcance.  

2. La calificación de los hechos relevantes para la adopción de la decisión, sobre la 

base de la evidencia que conste en el expediente administrativo.  

3. La explicación de la pertinencia del régimen jurídico invocado en relación con los 

hechos determinados.  

Se puede hacer remisión a otros documentos, siempre que la referencia se incorpore al 

texto del acto administrativo y conste en el expediente al que haya tenido acceso la 

persona interesada.  

Si la decisión que contiene el acto administrativo no se deriva del procedimiento o no se 

desprende lógicamente de los fundamentos expuestos, se entenderá que no ha sido 

motivado. 



 

 

Que, la Ordenanza que Reglamenta el Funcionamiento del Concejo Municipal del 

cantón Tena (2010) dispone:  

 

Artículo 2. Facultad Normativa. Los artículos 7 y 57 literal a) del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, reconoce a los Concejos 

Municipales para el pleno ejercicio de sus competencias, la capacidad para dictar normas 

de carácter general, a través de ordenanzas, acuerdos y resoluciones, aplicables dentro de 

su jurisdicción territorial. 

 

 

RESOLVIÓ 

 

PRIMERO: Ratificar la Resolución No. 719 del 25 de abril de 2017, a fin de que las familias 

beneficiarias que se encuentran habitando desde hace más de 10 años en las propiedades 

de los reasentamientos en la parroquia “Ahuano, 6 de Abril (cabecera parroquial) y Pakay 

Chikta en la Colonia Bolívar”, procedan a la legalización de sus propiedades en el 

transcurso del presente ejercicio fiscal, con base al informe No. 009-CPPP-2024, de la 

Comisión Permanente de Planificación y Presupuesto.  

 

SEGUNDO: Aprobar la presente resolución con el carácter de urgente para su trámite 

inmediato. 

 

 

Tena, 01 de agosto de 2024. 

 

 

 

 

 

Abogada Vanesa Cortez Aucay 

DIRECTORA DE SECRETARÍA GENERAL 

 

 

 
ENVIADO A: 

Alcaldía/ concejales/directores/coordinadores 

EMPUDEPRO/DDSE/Cuerpo de Bomberos 

Señor Roberto Alvarado presidente de la comunidad 06 de Abril  

Señor Mariano Andy- presidente de la comunidad Pakay Chikta 

Archivo 
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